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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAI, CONSTITUCIONAL

Lima.22 de oclubre de 2018

Carezoa de lundamentación la supuesta vulneración que se invoque

^SUN'I'O
Recurso de agravio constitucional intcrpucsto por doña Nieves Cisneros Quispe de

Chalco contra Ia ¡csolución de fojas 119, de 20 de octubre de 2015, expedida por l¿
Segunda Sala Civil dc la Cofc Superior de Justicia de Lima, que declara improcedente
la dcmanda de autos-

FUr\-DANIEN'l OS

En la sentenc!a emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el dia¡io
oficial EL Peruano cl 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocuturia
denegatoria, dictada sin más trámite, cüando se p¡esente algu¡o de los siguientes
supuestos, que igualmente cstán contcnidos en cl a¡tículo 11 del Reglamento
No¡mativo dcl Tribu¡al Constitucional:

cuestió¡ de Derecho co¡tenida e¡
cendencia constitucional-

el ¡ecurso no sea de especial

d)

La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Sc haya dccidido de manera descstimatoria en casos susta¡cialmente iguales.

3. El prcscntc caso cs sustancialmcnte igual al resuelto, de maner¿ desestimatofla, en
la sentencia emitida en el Expediente 02152-2013-PA/TC, pues si bien la actora
solicita pcnsión dc viudez dentro de los alcances del Decreto Ley 19990, presenta
únicamente el certificado de trabajo de la empleadora Prikema SA, en el que se
consigna que su cónyuge causante laboró para dicha empresa desde el 2 dc
¡ovicmb¡e de 1993 hasta el 5 de noviembre de I995 (folio 8), pe¡iodo reconocido
parcialmente por la ONP (cinco mcscs, scgú¡ el cuadro resumen de aport¡cloncs

2. En la sentencia emitida en el Expediente 02152-2013-PA/TC, publicada cl 3l de
marzo de 2014, este Tribunal declaró infundada la demanda de amparo sobrc
otolga icnto dc pensión dcl rógimcn geneml del Decreto Ley 19990, en aplicación
del llrndamento 26.f cle la sentencia emitida en el Expediente O4'7 62-2007 -P NTC,
toda vcz que el dcmandante no cumplió con adjuntar la documentación necescna
para acreditar el mínimo de apoÍaciones requcrido a ñn de acceder a la pensión
solicitada.
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RESUBLVE

Dcclarar ItrIPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publiquesc y notifi qucsc.
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del 1§as l3), sin adjuntar documento adicional idóneo para respaldar el íntegro del

mism;; por tanto, no cumple con los requisitos mínimos de aportes para otorgarlc

la pensión de viüdez por el artículo 53 y 38 del Dec¡eto Ley 19990, ni por el

articulo 46 del Reglamento, aprobado por Decreto Supremo 0l l-74-TR.

4. En consecucncia, se vc ñca que el presente recurso de agravio ha incurido en la

causal dc rechazo prevista en el acápite d) del firndamento 49 de la sentencia

emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso d) del artículo l1 del

Reglamento Normativo del T¡ibunal Constitucional. Por esfa .azón, corresponde

decl¿rar, si¡ más trámitc, improcedente el .ecuNo de agravio constitücional.

Por estos fundamentos, el TribuDal Constitucional, con la autoridad quc le confiere la

Constitución Politica del Peru, y Ia participación del magistrado Espinosa-Saldaña

Barrcra, convocado paia di mir la discordia suscitada por el voto singular del

magistrado Fcrrero Costa,

MIRANDA CANALI]S
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SAI,DAÑA BARRERA lrrr/a,

G oiLo
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EL TRTBUNAL CoNS,TITIjCIoNAL CoMo CORTE DD Rf,vIsIÓN o FALLo Y No DE

CASACIóN

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedenle vinculante establecido en la Sentencia 0098'7-2014-PNTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

1. La Constitución de 1979 c¡eó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia dc casación y la Constitución de 1993 convi¡tió al Tribunal Constitucional
en instancia de f¡llo. L¿ Constitución del 79, por primera vez en nuestra histo a

constitucionai. dispuso la creaciól de un órgano ad hoc, indeper,dlente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derechos lündamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionalcs c¡a un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para conoccr, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por cl Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una inslancia habilitada para 1állar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

3. En ese sentido, la t,cy 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fom,a crrada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, proccderá a casar la sentencia y, luego de
señala¡ la del'rciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamjentos,
procedimiento que. a todas luccs, dilataba en exceso los ptocesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela anle arnenazas y vulneración de derechos fue seriamenle
modificado cn la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de lutela dc dos a cr¡at¡o, a sabet, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como ó¡gano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución 10

califica e¡róneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

ttytl
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'Iribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe scñalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corrcspondc al 'Iiibunal ConstitucioÍal "conocer, en última y
definitívtt ínstancict, las resoluciofies defiegator¡as dicladas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y dcción de cumplimiefito". Esta disposicjón
constitucional, desde Luú posición de franca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el T¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho l'nndame¡tal. Una lectu¡a dive¡sa
conhavendría ma¡datos escncjales de la Constitución, como son el p ncipio de

dcfensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observmcia del debido proceso y tutela
jurisdiccional. Ningunq persona puede ser desviada de la jurisdicción
prede¡erminarla por la ley, ni somefida a ptoced¡mienfo disli to de los pre|ioñente
esfublecidos, ni juzgadu por órganos jurisdiccionales de ercepciók ni púr
comisíofies especidles creadds al efecto cualqu¡era sea su denominación",
consagrada en cl artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dit'erencia de lo que acoltece en otros países, en los cuales el
acceso a la i¡ltima instancia constitucional tiene lugar por la vía del cert¡orali
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supr¡esta arnenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir Ia via correspondientc para quc ci T¡ibunal Constitucional pueda
pronunciarse- Pero la aper¡ura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante coiabo¡ar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
a náli.is dc lo que sc prclcnde. dc lo que se inroca

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
inenunciable a la def¡nsá: además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los de¡echos fundamentales frente a los poderes
públicos y pdvados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERECHO a sER oiDo coillo NIANTIES1ACIóN Dri LA DEMoCRATTZACTóN DE Los
PRoCESoS CoNSTITUCIoNALES DE LA LIBERTAD

8. La administración de justiciá constitucional de la libertad que brinda el T¡ibu¡ral
Constitucional. desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del de¡echo de
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos. interc.cs ¡ obligacione..

9. Prccisamente, mi alejamie¡to respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realiza¡se audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando eljusticiable y sus abogados puedel exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intcrvcnción de las partes, coresponde señalar que, en tanto quc la
poteslad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respcto dc los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a se¡ oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que Ia participación directa de las pafies, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audicncia de vista, también constituye un elemento qüe
democratiza el proceso. De lo cont¡a o, se decidiría sobre la esfera de interés de
una pesona sin peamilüle alegar lo corrcspondielte a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, Ias razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal dc justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelvc.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tratar al indiNiduo en todo momento como
un yer¡ladero sujcto del prcceso, en el más amplio sent¡clo de este co cepto, y no
simplemente como objeto del mismo"t , y qoe "para que exista debíclo ptocen legal
es ptecíso que un justic¡dble pueda hacer t¡aler sus derechos y defendet sus
infereses en- forma ef¿ctiyd y en condic¡ones de igual<lad procesal con c,tros
justiciahles'2.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009
pafiafo 29.
2 Co.te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs- Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.
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NATURALEZA PRocIisAL DEL RECURSo DE AGRAVIo CoNSTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de lallo" plasmado en la Constitución I1o puede ser
desvirtuado por el l'ribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su inlérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

15. De confo¡midad con los aÍiculos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
TribuÍal Constitucional no "concedc" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al 'liibunal Io quc le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso! sino por el contrario de "conoce¡" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas inprecisas y amplias cuyo coDtenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado. justificado y co[crelado en supuestos específicos, a saber.
identificar en quó casos se aplica a. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
conviefe el emplco de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
aléctar, entre otros, el derccho l'undamental de del¡nsa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantias, pucs ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes dc predictibilidad, afeclando notablcmente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, ¿¡¡rtdt¡s mütdndis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-P^/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otlos
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del misnro modo, constituye una reafirmación de la natumleza
procesal de los prooesos constitucioÍales de ]a libertad (supletoriedad, via previa,
vias paralelas, litispendencia, invocació¡ del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una natualeza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvifua¡ la esencia principal del recu¡so de agravio
constitucionai.

ilvl

14. Cuando se aplica a un proceso constitucio¡al de Ia libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recuso de agravio constitücional (RAC) pierde su
verdadera csencia jurídica, ya que eJ Tribunal Constitucional no tieÍe competencia
para "aevisar" ni l¡ucho me11os "recaliilcar" el recurso de agravio coirstitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cueDta que ia justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a lavor de que en el prcsente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garanliza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no cncuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como allrmó Raill Ire ero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tienpo. una defensa total de ia Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acoeso a la prestación jurisdiccional. cada cual al del¡ndei su derecho
ostá defcndicndo cl dc los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección jüdicial auténtica".
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